
INSTITUCIONALIZACIÓN Y RENDIMIENTO
POLÍTICO DEL ESTADO AUTONÓMICO

Un estudio comparado: Andalucía, Cataluña, Galicia
y Comunidad Valenciana

Por FRANCESC MORATA

I. INTRODUCCIÓN

El proceso de institucionalización del Estado de las Autonomías ha pro-
ducido una abundante literatura, en la que han predominado los enfoques
jurídicos. Las aportaciones de la ciencia política se refieren preferentemente
al estudio del sistema autonómico de partidos, al seguimiento de los procesos
electorales, así como a la formación de mayorías y a los cambios de gobierno.
Desde hace algún tiempo, empezamos a contar también con trabajos en los
que, a partir de enfoques diversos, se expresa un interés creciente por los as-
pectos ligados al proceso de institucionalización del Estado autonómico (Valles
y Cuchillo, 1988; Morata, 1987; Montero y Torcal, 1991; Subirats y Argela-
guet, 1991). Sin embargo, y debido esencialmente a la escasez de estudios
empíricos, subsisten todavía lagunas importantes, sobre todo en lo relativo a
las características de las élites regionales y a sus actitudes con respecto a la
institucionalización y al rendimiento efectivo de sus respectivos gobiernos.

La investigación que aquí presentamos trata de compensar, en alguna me-
dida, el mencionado déficit con respecto a cuatro Comunidades Autónomas:
Andalucía, Cataluña, Galicia y Comunidad Valenciana (1). Para llevarla a

(1) El presente estudio utiliza los datos obtenidos por el autor a raíz de su partici-
pación en el proyecto de investigación «Regions and European lntegration», coordinado
por Robert Leonardi (Instituto Universitario Europeo de Florencia) y desarrollado du-
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cabo hemos utilizado algunas de las herramientas propias del análisis del ren-
dimiento institucional, cuyos presupuestos básicos exponemos en la primera
parte. Tras especificar la metodología seguida, la segunda y última parte se
centra en la exposición y discusión de los principales resultados obtenidos
hasta ahora.

II . EL ANÁLISIS DEL RENDIMIENTO INSTITUCIONAL

Como ha señalado Putnam (1988), el enfoque normativo ha caracterizado
en los últimos decenios el análisis del rendimiento institucional («gobierno,
¿para qué?»). La única excepción reside en los estudios sobre desarrollo y
cambio político o modernización realizados en los años sesenta y setenta
(Huntington-Domínguez, 1975; Weiner-Huntington, 1987; Pye-Verba, 1965;
Pennock, 1966). A pesar de la amplitud, e incluso vaguedad, de dichos con-
ceptos, la mayor parte de los autores se refieren a nociones tales como «efec-
tividad», «capacidad», «productividad» o «rendimiento», mediante las cuales
se intenta explicar por qué y en qué condiciones ciertos sistemas políticos
ofrecen mayores garantías de éxito que otros (Pye, 1965). Entre las variables
explicativas suelen figurar el nivel de desarrollo socioeconómico, la capacidad
de movilización social, la cultura política, las estructuras administrativas, el
papel de las élites o el contexto internacional.

Por otra parte, en los últimos años, y a partir de enfoques diversos, los
partidarios del «retorno al Estado» (Skocpol, 1982; Krasner, 1984) o los
«neoinstitucionalistas» (March y Olsen, 1984) han tratado de conceptualizar
la capacidad de las instituciones y sus principales determinantes. Para dichos
autores, la efectividad de los procesos organizativos, la calidad del personal
dirigente (March y Olsen, 1984: 147) o el nivel de desarrollo de la estructura
social (Skocpol, 1985) aparecen a menudo como elementos explicativos del
rendimiento institucional.

El rendimiento de un sistema político puede definirse como la medida de
su nivel de institucionalización efectiva. Ello nos llevará, en primer lugar, a
definir el concepto de institucionalización, identificando los parámetros o cri-
terios de evaluación correspondientes. A continuación analizaremos el rendi-
miento institucional desde el punto de vista contextúa!. Este se refiere a los
factores ambientales, entre los que destacan la estructura socioeconómica y la

rante los años 1989 y 1990 por encargo de la Comisión de la Comunidad Europea. El
proyecto incluía una encuesta de opinión de las élites regionales y la recogida de datos
en veinte regiones de cinco Estados miembros (Grecia, Irlanda, Italia, España y Portu-
gal), además de Córcega e Irlanda del Norte.
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cultura política dominante. No nos detendremos en el análisis de las variables
endógenas, relativas a las características y procesos internos de la institución,
debido a los problemas teóricos que éstas plantean: algunos de los factores
de éxito a menudo aducidos por el análisis endógeno, como la competencia
burocrática o la autoridad fiscal, parecen más constitutivos que explicativos
de la capacidad institucional.

1. Concepto y criterios de institucionalización

Desde una perspectiva dinámica, Huntington (1990: 23) entiende por
institucionalización «el proceso mediante el cual adquieren valor y estabi-
lidad las organizaciones y procedimientos». De acuerdo con dicho autor, am-
bas características pueden expresarse mediante cuatro variables continuas
empíricamente cuantificables:

1) Adaptabilidad-rigidez

La primera dimensión de la institucionalización consiste en la doble ca-
pacidad de la institución de responder eficazmente a los desafíos que sus
funciones y su autoridad generan en el seno del sistema político y, a la vez,
de modificar a lo largo del tiempo la definición de sus propias funciones,
manteniéndolas en sintonía con las necesidades y las demandas cambiantes
de la comunidad. El nivel de adaptabilidad puede medirse en términos cro-
nológicos, generacionales y funcionales.

Como ha indicado March (1965: 453), «la naturaleza fundamental de la
adaptación es tal que, cuanto más sobrevive una organización, mejor prepa-
rada se encuentra para seguir sobreviviendo». Sin duda, además de la conti-
nuidad de sus primeros dirigentes, el oportuno relevo generacional contri-
buirá a facilitar la adaptabilidad institucional. Con la institucionalización, la
estructura organizativa diseñada por los líderes fundadores se solidifica y
adquiere valor por sí misma, condicionando las actuaciones futuras (Pane-
bianco, 1989: 271). Sin embargo, la cultura organizativa establecida puede
convertirse también en una camisa de fuerza, impidiendo o frenando la apari-
ción de funciones innovadoras (Zan, 1989: 50; Normann, 1977). Por tanto,
además de la «especificidad funcional», es decir, de la fidelidad a los obje-
tivos originales, el otro requisito importante para la supervivencia y el éxito
institucional del ente será su «adaptabilidad funcional», entendida como la
capacidad de superación del mandato original.
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2) Complejidad-simplicidad

La complejidad de una organización contribuye sin duda a favorecer su
institucionalización. El desarrollo político implica, en efecto, una mayor dife-
renciación estructural, más especialización funcional y una integración supe-
rior de las instituciones y organizaciones actuantes (Pye, 1972: 13). La idea
de complejidad se halla ligada también a la necesidad de disponer de recursos
crecientes a fin de satisfacer demandas cada vez más diversificadas a través
de políticas y estructuras especializadas (Almond y Powell, 1988). Por tanto,
el grado de complejidad puede medirse según dos criterios esenciales:

— la expansión de los recursos propios para ejecutar las decisiones en
términos de presupuesto, personal, instrumentos y procedimientos, y

— el aumento de los contactos y relaciones con los demás actores políti-
cos y sociales con objeto de penetrar más eficazmente en la sociedad, man-
teniendo y ampliando la legitimidad del sistema político.

3) Autonomía-subordinación

El grado de autonomía de las instituciones políticas depende de su capa-
cidad de expresar valores e intereses propios, distintos de los de las demás
fuerzas sociales (Huntington, 1990: 30). En principio podemos suponer una
correlación entre el grado de complejidad o diferenciación y el nivel de auto-
nomía, ya que los sistemas más simples son normalmente mucho más per-
meables a las influencias externas. Otra dimensión de la institucionalización
se refiere al grado de autonomía de los diversos subsistemas (instituciones
subcentrales, partidos políticos, grupos de presión y medios de comunicación)
con respecto al sistema general. Como indican Almond y Powell (1972: 49),
«el desarrollo de la capacidad de respuesta se halla vinculado con una auto-
nomía de la infraestructura política que permite que las demandas de la
sociedad produzcan consecuencias efectivas en las estructuras de gobierno
y de administración». De acuerdo con ello, podemos definir tres indicadores
significativos del nivel efectivo de autonomía: a) el grado de influencia de
otros sistemas externos; b) el papel de la clase política en la determinación
de las opciones políticas, y c) el aumento de la especialización y del impacto
sectorial de dicha élite en los asuntos públicos.

4) Coherencia-desunión

La cuarta dimensión de la institucionalización se refiere al nivel de con-
senso existente entre los actores institucionales. Cuanto más alto sea el grado
de acuerdo respecto a los objetivos funcionales de la institución y a los pro-
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cedimientos de resolución de conflictos, mayor será el grado de armonía y,
por tanto, de coherencia y de consolidación institucional. «En teoría, una
organización puede ser autónoma sin ser coherente, y viceversa, aunque en
realidad ambas condiciones están a menudo estrechamente vinculadas entre
sí. La autonomía se convierte en un medio para lograr la coherencia, y per-
mite a la organización desarrollar un espíritu y un estilo que se convierten
en las señales distintivas de su conducta» (Huntington, 1990: 31). Además
de la persistencia y la estabilidad política, la coherencia implica también la
capacidad de respuesta del sistema a los desafíos internos o externos sin tener
que modificar sustancialmente sus características originales (Morlino, 1986:
122).

2. El análisis del rendimiento

Nos adentramos ahora en el análisis del rendimiento institucional. Para
ello utilizaremos, como ya anticipamos, el enfoque contextual.

Las características del ambiente que rodea el desarrollo de la institución
constituyen el punto de mira principal del enfoque contextual o ecológico.
En otras palabras: se trata de determinar qué factores externos favorecen o
dificultan el éxito de las instituciones representativas. La literatura especiali-
zada (Huntington y Domínguez, 1975) ofrece diversas hipótesis al respecto,
entre las que destacan especialmente tres: la estructura socioeconómica, la
cultura política y la estabilidad social. Como veremos a continuación, las tres
se encuentran estrechamente interconectadas.

2.1. La estructura socioeconómica

Desde la sociología política (McCrone y Cnudde, 1969; Cutright, 1969;
Lipset, 1989) se ha sostenido que las posibilidades de afirmación de un go-
bierno democrático estable y eficaz se hallan directamente condicionadas por
los niveles de desarrollo socioeconómico de la sociedad. Sin duda, la escasez
de recursos humanos y materiales dificulta enormemente el proceso de esta-
blecimiento de instituciones representativas. En cambio, la industrialización,
la educación y el desarrollo de los medios de comunicación favorecen la im-
plantación efectiva de dichas instituciones. Por tanto, podemos hipotizar que
cuanto más avanzado sea el nivel de desarrollo socioeconómico mayores ga-
rantías de éxito tendrá la institucionalización (Putman, Leonardi y Nanetti,
1985).
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2.2. La cultura política

En los años sesenta, Almond y Verba (1963: 498) argumentaron que «el
desarrollo de un gobierno democrático estable y eficaz no depende sólo de
las estructuras políticas y de gobierno, sino también de las actitudes de la
gente con respecto al proceso político, es decir, de la cultura política». Por
cultura política cabe entender «el sistema de creencias empíricas, de símbolos
expresivos y de valores que caracterizan el desarrollo de la acción política»
(Verba, 1969: 513), o, también, «el conjunto de las actitudes, creencias y
orientaciones relativas a la política que caracterizan un sistema político en un
período determinado» (Almond y Powell, 1988: 55). Los objetos de las orien-
taciones políticas incluyen: el sistema político como un todo, los roles polí-
ticos o estructuras, los individuos o grupos que desempeñan tales roles, las
políticas y problemas específicos y los actores mismos. Una manera de carac-
terizar las culturas políticas se basa, por tanto, en el conocimiento de las acti-
tudes generales hacia el sistema político y de los procesos de input y output.
De acuerdo con Pye (1969: 10), la cultura política «proporciona una base
útil para examinar las relaciones entre los factores sociales y económicos y el
rendimiento político».

Por supuesto, el concepto de cultura política es complejo. Sin embargo,
algunos de sus elementos constitutivos parecen relevantes para el desarrollo
de las instituciones representativas: «Al revelar los modelos de distribución
de las orientaciones de la acción política, la cultura política nos ayuda a
relacionar las tendencias individuales con las características del sistema»
(Almond-Powell, 1972: 51). Por ejemplo, entre una cultura «parroquial» o
localista y una cultura «participativa» existen diferencias esenciales en térmi-
nos de percepción y conocimiento de la existencia del sistema político por
parte de los ciudadanos. El paso de una cultura política en la que los indi-
viduos tienen muy pocas esperanzas de que la acción de gobierno afecte sus
vidas, o donde hay desconocimiento o indiferencia respecto de las estructuras
políticas, a una cultura política en la que destacan las expectativas acerca del
rendimiento del gobierno puede representar uno de los estadios más impor-
tantes en el desarrollo de una cultura política. Por último, es el sentido de
identidad con la nación lo que legitima las actividades de las élites y las fa-
culta para movilizar el compromiso y el apoyo de sus seguidores. Mediante
la secularización de la cultura política, la negociación y la acción política de
ajuste se convierten en una característica común de la sociedad y adquiere
sentido el desarrollo de estructuras especiales como los grupos de interés y los
partidos.

Lo mismo puede decirse de las percepciones que los ciudadanos o las
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élites tienen de sus relaciones mutuas, basadas en contraposiciones tales como
cooperación-conflictividad o confianza-hostilidad. Por tanto, además de la
predisposición a participar, la capacidad asociativa y la confianza social serán
decisivas para el éxito de las instituciones democráticas. Estas suelen reflejar
los estilos de comportamiento dominantes. Un estilo ideológico surge cuando
el individuo desarrolla un conjunto específico de orientaciones políticas pero
es incapaz de adoptar las actitudes abiertas y negociadoras propias de la plena
secularización política. La ideología provee una imagen inflexible de la vida
política, cerrada para la información contradictoria, y ofrece una explicación
específica y un código de conducta para la mayor parte de las situaciones.
Paralelamente, un estilo político basado en el pragmatismo no es necesaria-
mente una garantía de estabilidad: demasiadas cosas dependen del compro-
miso para que ningún valor estable básico permanezca.

Ello nos lleva a plantear la segunda hipótesis: la institucionalización ten-
drá más posibilidades de éxito donde la cultura política es participativa y so-
ciable, en lugar de pasiva y parroquial.

El enfoque cultural ha sido criticado por su indeterminación. Como ha
indicado Hall (1986: 34), a menos que puedan establecerse los orígenes de
las actitudes nacionales con respecto a las instituciones que las generan y re-
producen, las teorías culturales constituyen algo inexplicable por sí mismo.
Huntington y Domínguez (1975: 28) adoptan una postura más ecléctica: la
cultura política se halla influida, evidentemente, por el desarrollo socioeconó-
mico, aunque quizá influye también sobre éste. La participación política varia
generalmente con el grado de modernización. Sin embargo, la cultura política
«incorpora los valores políticos centrales de una sociedad (...). Bajo el im-
pacto del crecimiento económico y del cambio social, las instituciones se
adaptan a las nuevas condiciones en el marco del sistema de valores domi-
nante», cuya característica principal es la estabilidad o la lentitud en el cam-
bio. En este sentido, es previsible que «el nivel de democracia de una socie-
dad en transición o moderna esté profundamente influido por la naturaleza
de la sociedad tradicional preexistente» (Huntington y Domínguez, 1975: 12).
De ello se deriva la hipótesis según la cual «la institucionalización tendrá más
éxito donde las tradiciones políticas arraigadas le sean más favorables» (Put-
nam, Leonardi y Nanetti, 1985: 130).

2.3. La interacción cultura-economía

De acuerdo con algunos teóricos, el desarrollo socioeconómico y los fac-
tores políticos tienen un efecto interactivo en el desarrollo de las instituciones
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(Neubauer, 1967: 1006; Jackman, 1973; Huntington y Domínguez, 1975:
59). Para un nivel de desarrollo bajo, los factores socioeconómicos serán las
principales causas del éxito institucional. Sin embargo, cuando el nivel de
desarrollo es más alto relativamente, intervendrán otros factores, entre los
que destaca la cultura política. En otras palabras, el crecimiento socioeconó-
mico favorece, pero no garantiza, el éxito institucional. Ello nos permite esta-
blecer una cuarta hipótesis en virtud de la cual, donde el desarrollo socio-
económico se encuentre más avanzado, el éxito institucional se verá menos
influido por dicho desarrollo y más, en cambio, por la cultura política.

Por otra parte, los efectos de la modernización en términos de riqueza,
movilización social o participación política pueden favorecer el éxito institu-
cional, pero la modernización, sobre todo cuando es muy rápida, puede gene-
rar inestabilidad, incrementando las tensiones y disminuyendo la solidaridad
en el seno del tejido social. El cambio social acelerado crea conflictos sociales
y destruye las normas, los lazos y las organizaciones capaces de absorber la
conflictividad y de sostener a las instituciones. Por otra parte, el proceso de
desarrollo de nuevas infraestructuras políticas y sociales es muy lento. Ello
implica que, durante este período, las posibilidades de que se produzca un
éxito institucional son más bien escasas. Por consiguiente, nuestra última
hipótesis es que, para un nivel de desarrollo determinado, la institucionaliza-
ción tendrá mayores posibilidades donde la estabilidad social sea fuerte y el
cambio social lento.

III . UNA APROXIMACIÓN AL RENDIMIENTO AUTONÓMICO

1. Metodología

La única aportación significativa del análisis del rendimiento al proceso
de institucionalización de gobiernos subcentrales o regionales es la realizada
por Putnam, Leonardi y Nanetti (1985) en un estudio relativo a las regiones
italianas de estatuto ordinario durante el período 1970-1984.

Según indican dichos autores (1985: 16), un análisis de estas caracterís-
ticas debe reunir en principio los siguientes requisitos:

1) longitudinalidad, es decir, la posibilidad de seguir la evolución cro-
nológica de los entes regionales;

2) comparatividad, entendida como un muestreo de instituciones signi-
ficativo a efectos comparativos en base a hipótesis y criterios de evaluación
comunes;
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3) globalidad: un espectro suficientemente amplio de competencias sus-
ceptible de ofrecer una visión global del rendimiento de cada gobierno, y

4) una base de datos homogénea capaz de suministrar la información
necesaria y permitir el establecimiento de las correlaciones oportunas.

Las cuatro condiciones no se cumplen totalmente en nuestro caso. Tra-
tándose de un primer estudio, no existe todavía la posibilidad de aplicar el
criterio de longitudinalidad. Tampoco disponemos de la perspectiva necesaria
para confrontar el rendimiento de las mismas regiones con niveles distintos
de desarrollo económico. Otra limitación se deriva del hecho de que no esta-
mos comparando entidades dotadas de soberanía plena, puesto que sus deci-
siones y recursos se hallan condicionados por dos marcos jurídico-institucio-
nales de ámbito superior: el del Estado y el de la Comunidad Europea.

A pesar de estos inconvenientes, el método comparativo empleado pre-
senta la doble ventaja de ser reproducible en el tiempo y extensible en el
espacio, lo cual puede facilitar ulteriormente el análisis dinámico de la evo-
lución global de nuestro sistema autonómico.

En cualquier caso, las cuatro Comunidades citadas responden en buena
medida a la diversidad política, ideológica, cultural, socioeconómica e incluso
geográfica que impregna el Estado autonómico. Además, los Estatutos respec-
tivos prevén el ejercicio de competencias idénticas o muy similares, abarcando
sectores esenciales para el desarrollo regional. Al mismo tiempo, disponemos
de una amplia base de datos provenientes de la información suministrada por
las respectivas élites políticas y socioeconómicas.

Desde el punto de vista estrictamente político, la especificidad de los cua-
tro sistemas escogidos tiene un reflejo inmediato en la composición de los"
distintos parlamentos. Los 135 diputados al Parlamento de Cataluña se dis-
tribuyen entre ocho formaciones políticas, de las que tres son de ámbito exclu-
sivamente catalán, mientras que otras dos están asociadas a partidos de ámbito
estatal. Desde 1980 gobierna ininterrumpidamente la coalición nacionalista
de CiU, confirmada en las elecciones de 1988. En Andalucía (109 diputados)
y en la Comunidad Valenciana (89 diputados) el Partido Socialista gobierna
con mayorías confortables desde 1982 y 1983, respectivamente, con la oposi-
ción de cuatro partidos. En ambas Comunidades existe un partido de implan-
tación estrictamente regional (PA y UV). La constitución de mayorías estables
ha sido más problemática en el Parlamento gallego. Hasta 1989, los 71 dipu-
tados (75 desde 1990) se repartían entre seis formaciones políticas, de las que
sólo dos (PSG-PSOE y PP) tenían una correspondencia a nivel español. Entre
1981 y 1990 se han ido sucediendo cinco gobiernos de centro-derecha, casi
todos de coalición, y una alianza tripartita PSOE-nacionalistas, hasta llegar
al actual gobierno de mayoría del PP.
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Los datos utilizados corresponden a los resultados de dos encuestas lleva-
das a cabo bajo forma de entrevistas personales con parlamentarios y «obser-
vadores» (grupos) autonómicos entre 1988 y 1989. En primer lugar, se ha
procedido a entrevistar a 200 parlamentarios, de un total de 404, repartidos
en proporción similar al número de miembros de cada Parlamento: 70 en
Cataluña, 52 en Andalucía, 35 en Galicia y 43 en la Comunidad Valenciana.
En la medida de lo posible, la elección ha tenido en cuenta igualmente la
composición política de las Cámaras, así como la procedencia geográfica de
los diputados con objeto de garantizar la representación de todos los grupos
y de todas las circunscripciones electorales. Igualmente, las entrevistas inclu-
yen las opiniones de una proporción considerable de miembros de los distintos
ejecutivos.

La segunda encuesta se refiere a 130 entrevistas con «observadores» re-
gionales (40 catalanes, 40 andaluces, 25 gallegos y 25 valencianos) selecciona-
dos entre los representantes de las distintas asociaciones y grupos de intereses,
cuyas opiniones cubren un amplio abanico político. La selección responde a
criterios de representación de intereses socioeconómicos (sectores industriales
dominantes, PYMES, Cámaras de Comercio e Industria, patronales, sindica-
tos de clase, organizaciones agrarias), institucionales (federaciones de muni-
cipios), profesionales (abogados, arquitectos, ingenieros, economistas, médi-
cos, periodistas) o difusos (grupos ecologistas, asociaciones culturales, orga-
nizaciones de consumidores y usuarios, etc.).

Las entrevistas perseguían una serie de objetivos esenciales:
— con respecto a los parlamentarios autonómicos: reconstruir su curri-

culum político, conocer sus opiniones respecto al funcionamiento y los pro-
blemas de su Comunidad, las relaciones con los demás niveles de gobierno
y sus respectivas políticas y el papel desempeñado por ellos mismos y por
los políticos que actúan en otros ámbitos territoriales;

— con respecto a los observadores autonómicos: conocer igualmente su
valoración de la política y la administración regional y las relaciones que man-
tienen con las distintas instituciones.

Por consiguiente, el análisis se efectúa desde dentro del sistema político,
mediante las percepciones de las élites regionales respecto a los objetivos y las
funciones que realizan y las dinámicas institucionales que éstas generan. Las
respuestas suministradas deberían ofrecer una imagen «realista» de los cuatro
subsistemas en términos de impacto de la autonomía y de rendimiento insti-
tucional.
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2. La institucionalización de la autonomía

Almond y Powell (1972: 21) han subrayado la complejidad y la interac-
ción de las funciones y estructuras de los sistemas políticos, «entidades totales
que modelan y son modeladas por sus contextos ambientales». Si, de acuerdo
con Polsby (1968) o Liebert (1988), aceptamos el papel central del Parla-
mento en cualquier proceso de democratización, la institucionalización de los
legislativos autonómicos constituirá sin duda un indicador significativo del
grado de institucionalización efectiva de los distintos subsistemas.

2.1. Adaptabilidad

El proceso de institucionalización de las CCAA ha ido acompañado, lógi-
camente, de unas expectativas, hasta cierto punto coincidentes, que se han
visto cumplidas en mayor o menor grado. Además, las nuevas autoridades
han definido en todos los casos unas prioridades programáticas cuya conse-
cución o no puede evaluarse relativamente. Atendiendo a estos criterios y en
base a las opiniones de la clase política y de los observadores regionales, he-
mos elaborado un cuadro de los principales «éxitos» y «fracasos» de cada
Comunidad. Una evaluación de estas características presenta el inconveniente
de las desviaciones partidistas. Sin embargo, el alcance de dichas desviaciones
puede subsanarse teniendo en cuenta las opiniones, más «neutrales», de los
observadores (cuadro 1).

En cuanto a los éxitos, y dentro de los objetivos originales, destaca una
satisfacción generalizada, sobre todo entre los políticos andaluces, con res-
pecto a la consolidación del autogobierno. Sólo los observadores valencianos
otorgan una importancia relativamente menor a dicho proceso. Asimismo, el
progreso cultural, la normalización lingüística, el reforzamiento de la iden-
tidad nacional e incluso la cohesión social merecen un alto nivel de aproba-
ción por parte de ambos grupos en Cataluña, con el añadido de los políticos
en Galicia. Dichas prioridades, a las que cabría añadir la puesta en marcha
de las primeras televisiones autonómicas, obtienen un grado de consenso infe-
rior y mucho más irregular en las demás Comunidades. Sin embargo, una
expresión de la adaptabilidad funcional para responder a las demandas so-
ciales emergentes, como es el desarrollo económico, constituye sin lugar a
dudas el mayor logro de la institución autonómica valenciana, siendo igual-
mente relevante para los observadores gallegos. Lo mismo puede decirse en
Cataluña con respecto a la promoción económica exterior, valorada de forma
muy positiva por los agentes socioeconómicos. El éxito de la política territo-
rial y de obras públicas suscita igualmente un cierto consenso por parte de
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ambos grupos en Andalucía. No así en Galicia, ya que el nivel de fracaso
supera ampliamente al de éxito en dicho sector. En cambio, en dicha Comu-
nidad, la política educativa (de hecho, la creación de tres nuevas universida-
des) obtiene el máximo de adhesiones entre los parlamentarios.

Entre los fracasos, excepto en Galicia, ambos grupos coinciden en señalar
la ineficiencia institucional y/o administrativa, es decir, la falta de habilidad
organizativa y funcional, como uno de los aspectos más negativos del gobier-

CUADRO 1

ÉXITOS Y FRACASOS PRINCIPALES»

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Exilos
Consolidación de la autonomía ...
Política cultural, lingüística y pro-

greso de la identidad propia 8
Televisión autonómica
Desarrollo económico
Política territorial
Política educativa
Medio ambiente 19
Promoción exterior
Cohesión social

Fracasos
Ineficiencia institucional/administra-

tiva 27
Falta de competencias —
Política agrícola 35
Relaciones interinstitucionales —
Falta de consenso —
Servicios sociales —
Organización territorial —
Política territorial —
Sistema de financiación —
Política sanitaria 27
Política industrial —
Medio ambiente — — 14 13 — — — —

* Porcentaje de observadores y políticos de cada Comunidad Autónoma que mencionan cada apar-
tado como constitutivo de un «éxito» o un «fracaso» de su Comunidad (pregunta abierta con dos res-
puestas posibles en cada caso).

266

Obs.

23

8
—
—
19
—
19
—

Pol.

60

20
20
24
9
—
—
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38

36
7
—
—
—
—

42
6

Pol.

41

41
28
—

17
18
—

10
20

Obs.

25

8
—
38
19
—
—
—

Pol.

43

38
II
5
11
46
—
—

Obs.

10

21
—
63
—
16
—
—

Pol.

48

16
—
49
—
11
—
—

26
17
45
10
11
25
—
—
—

21
11

24
14
—
—
20
14
14
10
—
—

18
18
—
13
21
—
24
20
13
10

—
—
50
12
—
—
—
35
—
—
12

24
46
—
11
—
—
32
17
16
—
14

26
—
42
—
—
21
—
26
—
—

19
—
11
19
II
16
—
—
—
—
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no autonómico. Este concepto engloba tanto la falta de innovación adminis-
trativa como el exceso de burocracia, la deficiente prestación de los servicios
públicos o el nepotismo de la administración, especialmente en Cataluña y
Andalucía. Ello explica probablemente también las fuertes críticas dirigidas
al ejercicio de competencias esenciales para el desarrollo de la autonomía
como la política agraria (Andalucía, Galicia y Valencia), los servicios sociales
(Valencia), la sanidad (Andalucía), la política territorial (Galicia y Valencia)
o el medio ambiente (Cataluña). La insatisfacción con respecto al consenso
entre las fuerzas políticas o a la articulación de las relaciones interinstitucio-
nales, tanto con el Gobierno central como con las administraciones locales,
se traduce probablemente en Cataluña (y, en menor grado, en Galicia y Va-
lencia) en un cierto descontento con respecto a la nueva organización territo-
rial o a la política de infraestructuras. Por último, la oposición andaluza y
valenciana destaca el exceso de dependencia con respecto a las instituciones
centrales.

2.2. Complejidad

A) Calidad de ¡a clase política

Un indicador importante de la institucionalización se refiere a la calidad
(nivel de formación, preparación, aptitudes, etc.) de la clase política. En nues-
tro caso, ésta se caracteriza por su juventud relativa, ya que cerca del 60 por
100 de sus miembros nacieron después de 1943, y por la escasa presencia de
mujeres (3 por 100 del total). La generación comprendida entre los años 1943
y 1951 concentra casi la mitad de los diputados (46 por 100), sin que se apre-
cien diferencias sustanciales entre CCAA. Este predominio generacional guar-
da una relación lógica con la edad de los políticos en el momento del resta-
blecimiento de la democracia. Más de la mitad de los políticos manifiesta el
interés más o menos grande de sus padres por la política. Este dato se corres-
ponde con el hecho de que un tercio aproximadamente declare tener algún
pariente próximo activo en política, sobre todo a nivel local. Esta propensión
familiar a la política no deja de ser sorprendente habida cuenta de la falta
de tradición democrática española.

B) Nivel de estudios

En conjunto, destaca el elevado nivel de formación intelectual de los par-
lamentarios, ya que el 73 por 100 declaran haber cursado estudios superiores
(cuadro 2), porcentaje que contrasta con el de sus padres (sólo un 1,2 por 100
de universitarios y un 20,4 por 100 con estudios de grado medio). La propor-
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ción de universitarios es netamente superior a la media en Cataluña (82 por
100), equivalente en Valencia e inferior en las otras dos Comunidades. El
tipo de formación coincide con las carreras tradicionales, especialmente De-
recho (31,8 por 100 de los universitarios), Medicina y Farmacia (11,3 por
100), Económicas (8,3 por 100), Ingeniería (8,3 por 100), Letras (7,6 por
100), Magisterio (4,5 por 100) y Física y Química (3,8 por 100). El alto nivel
educativo parece constituir, por tanto, un recurso crucial para el acceso a las
responsabilidades parlamentarias.

CUADRO 2

NIVEL DE ESTUDIOS

TOTAL And. Cal. Cal. Val.

Básicos

Medios
Técnicos
Técnicos superiores
Universidad
Licenciados

TOTAL 100,0 100,0 100.0 100,0 100,0

C) Clase social

Si se correlacionan estos datos con la ocupación principal de los políticos
antes de acceder a su actual cargo (cuadro 3), observamos un neto predomi-
nio de los profesionales liberales (25,9 por 100), especialmente abogados; los
docentes (19,9 por 100), sobre todo universitarios; los empicados (14,1 por
100), los empresarios y directivos (12,9 por 100) y los funcionarios públicos
estatales y locales (6 por 100). Es de notar, pues, la escasa presencia de obre-
ros industriales y campesinos entre el personal político de los cuatro parla-
tos (2). Los segundos, incluso, se hallan ausentes de los legislativos andaluz
y gallego.

En términos de clase social de reclutamiento, los datos anteriores permi-
ten una clasificación en tres grandes grupos sociales (cuadro 4): una categoría
netamente- dominante, la clase media alta (59 por 100), compuesta por pro-

1.6
12,4

6.5
3,8
2.7

73.0

2.0
14,0
8,0
4.0
6,0

66.0

8,8
5,9
3,0

—

82.3

17.6
8,8
5,9
3,0

64.7

6.1
12.1
3.1
3.0
3.0

72.7

(2) Estos datos contrastan fuertemente con los obtenidos por Capo. Baras. Botella
y Colomé en su estudio sobre la élite política local catalana: «La formación de una
élite política local», en REP, 59, 1988.
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CUADRO 3

PRINCIPAL OCUPACIÓN ANTERIOR

TOTAL And. Cat. Gal. Val.

Campesinos 1,1 — 1,5 — 3,0
Obreros sin cualificación 1,6 — 1,5 3,0 3,0
Obreros cualificados 1,6 4,0 — 3,0 —
Empleados 13,0 8,0 17,7 15,1 8,8
Funcionarios sindicales 1,1 — 1,5 — 3,0
Funcionarios locales 3,8 — 7,4 3,0 3,0
Funcionarios medios del Estado 2,2 — 1,5 9,1 —
Altos funcionarios del Estado 3,8 4,0 5,9 3,0 —
Pequeños empresarios 2,7 — — 9,1 6,0
Directivos y ejecutivos 8,6 — 10,3 6,0 8,8
Otros empresarios 1,6 2,0 3,0 — —
Abogados y notarios 13,5 14,0 7,4 9,1 29,4
Médicos y farmacéuticos 7,0 6,0 5,9 6,0 8,8
Profesores de Universidad 10,8 10,0 14,7 12,1 3,0
Profesores no universitarios 9,1 18,0 3,0 6,0 11,8
Otros profesionales liberales 1,6 4,0 — — 3,0
Periodistas 1,1 — 1,5 — 3,0
Ingenieros y arquitectos 3,8 6,0 3,0 3,0 2,9
Sin precisar 11,9 24,0 14,2 15,5 2,5

TOTAL 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

CUADRO 4

CLASE SOCIAL ACTUAL

(Las cuatro Comunidades Autónomas)

Altos dirigentes o profesionales 59,0
Dirigentes medios o profesionales 17,9
Empleados 16,7
Trabajadores manuales cualificados 4,5
Residuales 1,9

TOTAL 100,0
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fesionales y dirigentes públicos y privados altamente cualificados, y dos cate-
gorías inferiores prácticamente equivalentes: los profesionales y dirigentes de
grado medio (17,9 por 100) y los empleados terciarios (16,7 por 100). La
composición social de los cuatro parlamentos se caracteriza por una elevada
homogeneidad. El predominio de la clase media alta es patente en todos los
casos y correspondería en principio al elevado nivel de formación observado.

D) Profesionalismo político

El profesionalismo o el semiprofesionalismo político constituyen la nota
dominante en las cuatro Comunidades (cuadro 5). Cerca de la mitad de los
diputados se dedican exclusivamente a la política, un 44,7 por 100 ejercen
simultáneamente alguna actividad privada (semiprofesionales). Sin embargo,
sólo una proporción muy reducida de los diputados (6,9 por 100) dedican la
mayor parte de su tiempo al ejercicio de otra actividad remunerada. General-
mente, como suele suceder en la mayoría de los parlamentos democráticos, la
dedicación exclusiva a la política es mayor entre los partidos de izquierda
o centro izquierda. Por CCAA es de destacar el alto grado de profesionalismo
imperante en Cataluña (65,7 por 100), situándose Andalucía en la media
(48 por 100). El semiprofesionalismo es mayoritario, en cambio, en Galicia
(60 por 100) y la Comunidad Valenciana (55,9 por 100).

E) Experiencia política

La experiencia política incluye tanto la actividad partidista como las res-
ponsabilidades públicas desempeñadas. Como era de prever, en la mayoría
de los casos, la primera empieza a finales de los años setenta o inicio de los
ochenta. Existe una vinculación muy estrecha entre las responsabilidades de
partido (cuadro 6) y la representación pública (cuadro 7). En efecto, el 62
por 100 de los diputados ejercen responsabilidades directivas o decisorias a
nivel autonómico, correspondiendo el resto esencialmente al nivel local (25
por 100), si bien un número significativo detenta cargos importantes en las
formaciones de ámbito estatal.

Por CCAA cabe resaltar el peso preponderante de los miembros de los
consejos y comités directivos autonómicos de los distintos partidos en el Par-
lamento catalán, siendo igualmente superior a la media el contingente de re-
presentantes de los órganos locales de dirección. Dicho fenómeno es todavía
más acusado en Andalucía, donde el 31,6 por 100 de los parlamentarios ejer-
cen responsabilidades de partido a nivel local.

De acuerdo con el tipo de reclutamiento político tradicional (Aberbach,
1981), la vía de acceso más frecuente al parlamento suele ser el ejercicio si-
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CUADRO 5

PROFESIONALISMO POLÍTICO

(Porcentajes por Comunidad y partidos)

No prof. Semiprof.

Andalucía
PP
Mixto
PA
PSOE
PCE-IU

TOTAL 8,0

Cataluña
PP —
CDC 7,7
UDC —
ERC —
PSC —
PSUC-IC —
PCC —

TOTAL 2,9

Galicia
PP
CG
PNG
PSOE
PSG-EG
BNG

TOTAL 8,6

Valencia
PP
UV
CDS
PSPV-PSOE
EU-UPV

TOTAL

TOTAL 4 COMUNIDADES ... 6,9

44,0

31,9

60,0

Prof.

16,6
25,0
—
6,0

—

83,4
75,0

100,0
33,3
33,3

—
—
60,7
66,7

48,0

100,0
42,3
33,3
50,0
19,4
—

33,3

—
50,0
66,7
50,0
80,6

100,0
66,7

65,2

16,5
—
—
7,7

—

—

83,5
100,0
100,0
23,0
—

100,0

—
—
—
69,3

100.0
—

31,4

11,1
—

14,3
—

11,8

77,7
100,0

42,8
50,0

55,9

11,2
—

42,9
50,0

36,3

44,7 48,3
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CUADRO 6

RESPONSABILIDAD ACTUAL EN EL PARTIDO

(Porcentaje sobre el total)

And. Cal. Gal. Val. TOTAL

Secretario general 2,0
Comité ejecutivo estatal 4,1
Consejo estatal 12,2
Secretario autonómico 2,0
Comité ejecutivo autonómico 28,6
Consejo autonómico 16,3
Otros órganos autonómicos 2,0
Secretario provincial o comarcal 4,1
Comité ejecutivo provincial o comarcal 14,3
Consejo provincial o comarcal 2,0
Secretario municipal 6,1
Comité ejecutivo municipal 6,1
Sin cargo específico —

—
—
1,5
3,1

30,8
38,4
3,1

10,8
4,6
1.5
3,1
3,0

—
—

16,1
9,7

38,7
22,6
—
—
—
3,2
3,2
6,5

—
3,4
6,9
3,4

41,4
13,8
—

6,9
10,3
—
—

6,8
6,9

0,6
1,7
8,0
4,0

33,1
24,6
2,3
6,3
7,4
1,7
3,4
2,3

1,1

CUADRO 7

CARGO PUBLICO ANTERIOR

And. Caí. Gal. Val. TOTAL

Senador 12,1 4,5 3,6 — 5.3
Diputado a Cortes 3,0 2,3 — — 1,5
Presidente Parlamento — 2,3 — — 0,8
Consejero autonómico — 9,1 25,0 26,9 13,7
Portavoz de grupo 3,0 4,5 — 3.8 3,1
Presidente de comisión — 4,5 — 26.9 6,9
Vicepresidente de Parlamento 3,0 — — — 0,8
Presidente Diputación — 2,3 — 3,8 1,5
Ejecutivo Diputación 6,1 2,3 — — 2,3
Diputado Diputación 12,1 13,6 10,7 — 9,9
Alcalde 18,2 9,1 3,6 7,7 9,9
Consejero 24,2 11,4 10,7 7,7 13.7
Concejal 18,2 29,5 46,4 15,4 26,7
Otros — 4,5 — 7,7 3,1

TOTAL 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
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multáneo de alguna responsabilidad pública y de partido a nivel local. Casi
los dos tercios de los diputados habían desempeñado algún cargo en la admi-
nistración municipal y, en menor medida, provincial durante las anteriores
legislaturas, sobre todo a partir de 1979 y 1983 (cuadro 8). Pero el nivel local
no constituye sólo una palanca de lanzamiento hacia los niveles superiores
de gobierno, sino que la mitad de los entrevistados seguían compatibilizando
la actividad parlamentaria con el ejercicio de algún cargo público local. Ello
concuerda sin duda con el grado de profesionalismo observado y expresa a la
vez una fuerte representación de los intereses locales en las decisiones auto-
nómicas. La presencia de responsables públicos locales era patente sobre todo
en Andalucía (67,5 por 100), Cataluña (55 por 100), Galicia (39,3 por 100)
y mucho menos relevante en la Comunidad Valenciana (17,3 por 100).

CUADRO 8

INICIO Y FIN DEL ANTERIOR CARGO

Andalucía

Inicio

68,2
—
—

4,5
4,5

—
22,7
—
—
—

Fin

—

—

—

—

—

—

7,1
7,1

—
85,7

Cataluña

Inicio

2,5
30,0
10,0
—

2,5
20,0

5,0
2,5

17,5
10,0
—

Fin

—

—

—

2,4
4,9
2,4

—
12,2
—
75,6

Galicia

Inicio

5,6
44,4
—
27,8
—
11,1
—

5,6
5,6

—
—

Fin

5,0
—
—

5,0
—
—
—
—
30,0
—
55,0

Valencia

Inicio

26,1
—

8,7
—
52,2
—
—
13,0
—
—

Fin

—

—

—

—

12,5
—
—
29,2
—
50,0

1977
1979
1980
1981
1982
1983
1984
1986
1987
1988
Aún en el cargo ...

100,0 100,0 100,0- 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

El grado de renovación del personal parlamentario constituye igualmente
una medida de la institucionalización política (Moran, 1989). Una apertura
excesiva tiende a reducir la autonomía del parlamento, dificultando su plena
institucionalización. Inversamente, la falta de renovación provoca el mismo
efecto, ya que tiende a aislarlo del sistema político y de la sociedad. En nues-
tro caso es prematuro aventurar un juicio, ya que de los cuatro parlamentos,
sólo el de Cataluña había iniciado la tercera legislatura, hallándose los otros
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dos en la segunda. Sea como fuere, podemos hipotizar que la estabilidad
política de las Comunidades andaluza, catalana y valenciana han contribuido
en cierto modo a la institucionalización de los respectivos legislativos. Te-
niendo en cuenta lo anterior, Cataluña registra comparativamente el mayor
grado de renovación entre las dos primeras legislaturas (cuadro 9). Al mismo
tiempo, el grado de continuidad de los miembros de las otras tres cámaras
expresa una cierta consolidación de sus respectivas clases parlamentarias. Esta
tendencia se confirma en Cataluña a partir de la tercera legislatura.

CUADRO 9

GRADO DE RENOVACIÓN DE LOS PARLAMENTOS

(Inicio de ¡a actividad parlamentaria)

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

1980 — 37,9 — —
1981 — — 86,2 —
1982 83,3 — — —
1983 — — — 91,2
1984 — 36,2 — —
1985 — — 13,8 —
1986 16,7 3,4 — —
1987 — — — 8,8
1988 — 22,4 — —

100,0 100,0 100,0 100.0

F) Dedicación y prioridades parlamentarias

El tiempo de dedicación a la actividad parlamentaria y los objetivos prio-
ritarios de dicha actividad se relacionan con el nivel de profesionalismo polí-
tico y con .la percepción que la élite política tiene de sus funciones. En cuanto
al primer aspecto, en la mayoría de los casos (70 por 100) se confirma la
dedicación exclusiva a la política y la combinación de las tareas parlamenta-
rias con la actividad pública y de partido a nivel local y autonómico. Un
porcentaje significativo de los políticos (30 por 100) ejercen igualmente acti-
vidades en las distintas asociaciones de la sociedad civil. Los trabajos de co-
misión, los contactos con los electores o representantes de grupos y las demás
actividades legislativas ocupan por este orden la agenda política de los legis-
ladores. Se evidencia, por tanto, una tendencia bastante generalizada hacia
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la concentración de la actividad en tareas propias de la función parlamenta-
ria, signo inequívoco de una institucionalización creciente.

La ordenación de las prioridades parlamentarias se corresponde sólo par-
cialmente con las concepciones propias del parlamentarismo clásico (cua-
dro 10). Así, la reducción de desigualdades sociales, a través de la defensa
de los intereses menos favorecidos, constituye la prioridad absoluta en las
cuatro Comunidades, especialmente en Andalucía. Excepto en la Comunidad
Valenciana, la típica función de aprobación y perfeccionamiento de los actos
legislativos aparece igualmente como una prioridad destacada. Los represen-
tantes andaluces y gallegos valoran más que sus homónimos catalanes y valen-
cianos la protección del interés general. A su vez, éstos sitúan en un lugar
relativamente más destacado la indagación de los problemas socioeconómicos
y la propuesta de soluciones. Igualmente, en la Comunidad Valenciana, Gali-
cia y Andalucía la acción partidista alcanza un nivel bastante alto de adhesio-
nes. Sólo los diputados gallegos priorizan claramente la defensa de los inte-
reses autonómicos a nivel estatal. Asimismo, en Andalucía, un porcentaje
significativo valora la función de asistencia al ciudadano en sus relaciones
con la administración de forma equivalente al control del ejecutivo y del apa-
rato burocrático. Por último, la mediación entre las demandas de los distintos
sectores sociales (en Cataluña, Andalucía y Galicia) y la defensa de los inte-

CUADRO 10

PRIORIDADES PARLAMENTARIAS

(Porcentajes)

And. Cal. Cal. Val.

Defender los intereses de los sectores menos favore-

cidos 62,3

Discusión y aprobación de la legislación 56,6

Protección del interés general 56,8

Analizar los problemas socioeconómicos y proponer

soluciones 47,1

Controlar al ejecutivo y la burocracia 40,4

Defender los intereses autonómicos a nivel estatal ... 30,8

Defender ios intereses locales 23,1

Llevar a cabo la acción política del partido 36,5

Mediar entre las demandas de los sectores sociales. 19,6

Asistir al ciudadano en sus relaciones con la Admi-

nistración 40,4 21,1 29,7 18,9
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49,9
32,4

31,3

31,9
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22,1

56,8

52,8
32,4

37.8
21,4

40,5

27,0

38,9

27,8

52,6

39.5

50,8

44,7

28,6

30,6

18,9

44,7
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reses locales a nivel regional (en Andalucía, Galicia y C. Valenciana) ocupan
un lugar muy secundario.

En resumen, los parlamentarios no se consideran a sí mismos únicamente
como representantes ni como defensores de objetivos partidistas o causas idea-
listas, sino como actores del proceso político.

G) Contactos políticos

La complejidad de un sistema político se expresa también a través de los
contactos regulares que la élite política mantiene con los grupos y personas
y la frecuencia de dichas relaciones (cuadro 11). Puede decirse que los actores
políticos realizan una labor de mediación entre gobierno y sociedad según
unos determinados modelos de interacción. Los flujos de relaciones indican
de algún modo el carácter más o menos autónomo, la intensidad y pluralidad
de la vida política.

En general, los contactos más frecuentes (una o varias veces por semana)
se realizan, por orden de importancia, con los ciudadanos a título individual,
los parlamentarios del mismo partido, los dirigentes locales (en especial en
Andalucía) y los líderes regionales del propio partido y los diputados de los
demás partidos. Sin embargo, también se producen encuentros regulares con
los representantes de grupos de intereses locales y regionales, los funcionarios
de este nivel, los consejeros y el presidente autonómico, sobre todo del mismo
partido. Ocasionalmente, incluso se establecen contactos con los líderes re-
gionales y locales de las demás formaciones (función reservada en principio
a los líderes), las organizaciones estatales de intereses y los funcionarios y di-
rigentes de este ámbito (sobre todo en Andalucía). De forma mucho más espo-
rádica, los políticos se relacionan con los ministros y subsecretarios, delegados
del Gobierno o gobernadores civiles y los miembros de otras asambleas auto-
nómicas.

Estos flujos reflejan un sistema de relaciones de intercambio horizontal
y vertical variado y fluido, mediante el cual los parlamentarios legitiman su
condición de élites regionales, sin perder la capacidad de influencia en el
ámbito local que caracteriza a gran parte de ellos.

El sistema político catalán muestra un mayor grado relativo de interme-
diación con ei nivel local, el aparato burocrático autonómico y estatal y los
grupos de intereses en general. En Andalucía, en cambio, es donde los con-
tactos con los ciudadanos a título individual registran una intensidad relati-
vamente mayor; éstos suelen referirse más a demandas personales y de media-
ción que a solicitudes de información y contacto sobre decisiones públicas.
También en dicha Comunidad las relaciones intrapartidistas son mucho más
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intensas comparativamente. Lo mismo ocurre en Galicia con respecto a los
líderes de otros partidos y los funcionarios regionales. La explicación puede
residir en la tradición de gobiernos de coalición hasta 1989. Por último, en
Valencia son algo más frecuentes relativamente los encuentros con los minis-
tros, los diputados de otros grupos y de otras CCAA.

CUADRO 11

CONTACTOS POLÍTICOS

(Frecuencia de los contactos) *

And Cat. Cal. Val.

Líderes estatales del partido (si los hay) 43,7

Líderes autonómicos del partido 96.Ü

Líderes locales del partido 91,8

Líderes estatales de otros partidos —

Líderes regionales de otros partidos 26,5

Líderes locales de otros partidos 38,7

Presidente Comunidad 36,7

Consejeros Comunidad 59.2

Delegado del Gobierno 6,0

Ministros o subsecretarios —

Parlamentarios de su partido 94.0

Parlamentarios de otros partidos 70,8

Funcionarios del Estado 8,2

Funcionarios de su Comunidad 57,1

Funcionarios locales 57.1

Miembros de otros Parlamentos autonómicos —

Representantes de grupos a nivel estatal 35,4

Representantes de grupos a nivel autonómico 40,8

Representantes de grupos a nivel local 69,0

Ciudadanos a título individual 94,0

• Suma de «una o varias veces por semana» y «con bastante regularidad».

2.3. Autonomía

Las relaciones de poder o de influencia en el seno del parlamento, del
sistema político regional y, a la vez, de éste con el sistema estatal, permiten
ahondar en el conocimiento del grado de institucionalización de la autonomía
política.
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A) Del legislativo

Con respecto al primer punto (cuadro 12), la influencia de los líderes
autonómicos es determinante en la elección de los candidatos y en la forma-
ción del ejecutivo. Sin embargo, los dirigentes estatales disponen de mayor
capacidad de influencia en Andalucía, en detrimento de la autonomía institu-
cional de la región. El posicionamiento con respecto al debate parlamentario
depende de los dirigentes autonómicos en Cataluña y, en menor medida, en
Andalucía. En cambio, la percepción de la propia autonomía decisoria de los
diputados valencianos y gallegos es mucho más amplia a este respecto.

CUADRO 12

DISTRIBUCIÓN DEL PODER DE INFLUENCIA EN EL PARTIDO

(En porcentaje respecto al total)

And. Caí. Gal. Val.

Elección de los candidatos al Parlamento:
Dirigentes estatales 30
Dirigentes autonómicos 50
Dirigentes locales 20

Formación del ejecutivo autonómico:
Dirigentes estatales 19,0
Dirigentes autonómicos 76,2
Dirigentes locales 2,4
El propio parlamentario 2,4

Fijación de las prioridades parlamentarias:
Dirigentes estatales 2,1
Dirigentes autonómicos 48,9
Dirigentes locales 4,3
El propio parlamentario 44,7

B) De la vida política

La distribución del poder de influencia en la vida política regional entre
los distintos agentes políticos y socioeconómicos revela algunas pautas comu-
nes a las distintas CCAA, pero también notables divergencias (cuadro 13).
Sólo en Cataluña el grado mayor de influencia corresponde indiscutiblemente
al presidente de la Comunidad, siendo éste superado por los dirigentes auto-
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CUADRO 13

DISTRIBUCIÓN DEL PODER DE INFLUENCIA
EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

(«Mucho» o «bastante», en porcentaje)

90,1
97,1
57,7
29,6
19,7

20,8
23,1
8,4

11,3

83,7
48,6
51,3
21,6
13,5

48,5
41,7
8,4
8,1

90,0
77,8
58,3
25,0
19,4

38,2
22,2
2,9
8,3

A G E N T E S And. Cat. Gal. Val.

Autonómicos:
Líderes del partido 88,5
Presidente 74,6
Consejeros 71,1
Parlamentarios 36,5
Altos funcionarios 28,8

Estatales:
Líderes del partido 84,6
Ministros 68,6
Delegado del Gobierno o gobernador civil 19,6
Parlamentarios 5,7

Locales:
Líderes del partido 40,4 35,2 54,0 40,0

Grupos de interés:
Grupos económico-financieros 59,6
Prensa ... .'. 56,9
Notables locales 35,5
Entes públicos 56,9
Sindicatos 47,0
Clero 21,1
Organizaciones agrarias 21,2

nómicos en las demás regiones, especialmente en Galicia (3). A continuación
aparecen los consejeros. Andalucía es la única Comunidad donde los dirigen-
tes estatales del partido y los ministros ejercen una influencia superior a la
del presidente y los consejeros. Igualmente, estos últimos se ven superados
por los líderes locales en Galicia, tendencia que concuerda con la fuerte in-

80,3
52,6
44,3
39,4
23,9
39,4
9,9

73,0
56,7
73,0
33,4
32,4
14,3
16,2

50,0
40,0
17,2
25,0
22,2
6,5

25,0

(3) Dicha apreciación debería ser corroborada por una valoración del nivel de iden-
tificación del electorado andaluz con los dos principales dirigentes estatales del PSOE,
igualmente andaluces; por otra parte, en el momento de celebrar las entrevistas, la pre-
sidencia del PP estatal correspondía a un parlamentario andaluz (señor Hernández
Mancha).
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fluencia reconocida a los notables locales en dicha Comunidad. Es interesante
observar que, en todos los casos, los propios parlamentarios se consideran
a sí mismos poco influyentes. Entre los agentes socioeconómicos predominan
los grupos de intereses económico-financieros —cuyo peso es elevadísimo en
Cataluña— y la prensa. Paralelamente, los sindicatos y las organizaciones
agrícolas no parecen influir excesivamente en la vida política regional, vién-
dose incluso superados por los entes públicos económicos.

C) Con respecto a las autoridades centrales

Si se amplía la influencia política en el seno de la Comunidad a las rela-
ciones con las autoridades centrales se desprende una distinción neta entre
Cataluña y las demás Comunidades (cuadro 14). Mientras en la primera el
grado de dependencia del Gobierno central en las opciones o la actuación de
la Comunidad se considera relativamente bajo, donde el PSOE gobierna en
solitario o en coalición, dicha dependencia aparece mucho más acusada, y ello
al margen de la adscripción partidista. Sin embargo, como veremos más ade-
lante, el reconocimiento generalizado de la situación de subordinación relati-
va con respecto a las autoridades centrales no significa una aceptación pasiva.

CUADRO 14

GRADO DE INFLUENCIA
DEL GOBIERNO CENTRAL

(Suma de «mucha» y «bastante» influencia)

C O M U N I D A D Porcentaje

Cataluña 38,9
Galicia 83,3
Andalucía 85,7
Valencia 85,7

D) Condicionantes del electorado

Los factores que condicionan las opciones de los electores constituyen otro
parámetro interesante a la hora de evaluar el nivel de autonomía de un siste-
ma político (cuadro 15). No disponemos de datos concretos relativos a las
motivaciones de los electores autonómicos. Sin embargo, las opiniones de los
parlamentarios constituyen un método de aproximación bastante fiable (Put-
nam, Leonardi y Nanetti, 1985). En este sentido, la importancia atribuida a
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la adhesión tradicional al partido refleja una percepción acusada del grado
de fidelidad política del electorado. Este factor incide relativamente menos en
Cataluña debido al cambio de opción —incluida la abstención— de una
franja significativa del electorado en función del tipo de elección. Una vez
más, la influencia determinante de los dirigentes estatales se hace patente en
Andalucía (4). En las demás Comunidades se aprecia un equilibrio entre los
factores «candidato» y «dirigentes autonómicos» como elementos más deci-
sivos. En un sistema electoral basado en listas cerradas, una valoración tan
elevada del candidato no parece lógica si no se refiere a los cabezas de lista
o a la propia identificación de los parlamentarios con los dirigentes de par-
tido. En cualquier caso, cabe señalar el papel secundario que desempeñan los
programas electorales y los líderes locales y estatales, salvo en Andalucía,
como ya se ha dicho.

CUADRO 15

CONDICIONANTES DEL ELECTORADO

(Por orden de importancia de 1 a 7)

And. Caí. Cal. Val.

La adhesión al partido 2 3 2 1
El candidato 3 2 1 3
Los líderes autonómicos 5 1 3 2
El programa autonómico 4 4 5 4
Los líderes locales 6 5 4 6
Los líderes estatales 1 — 7 5
El programa estatal 7 — 6 7

2.4. Consenso y conflicto

Todo proceso de ¡nstitucionalización política presupone un consenso mí-
nimo en cuanto a los objetivos y los valores básicos del sistema, como condi-
ción necesaria para su cohesión interna. Como indica Huntington (1990: 31),
el consenso debe extenderse a todos los que realizan una actividad en el sis-
tema. El consenso incluye igualmente el establecimiento de procedimientos
de cooperación tendentes a facilitar la resolución de los conflictos entre la
mayoría y la oposición, las instituciones, los partidos o las distintas zonas del
territorio. Sin embargo, la persistencia del conflicto puede generar descon-

(4) Conviene recordar que los datos relativos a Galicia corresponden a la anterior
legislatura, es decir, antes del acceso a la presidencia del señor Fraga Iribarne.
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fianza y desunión, minando en última instancia la capacidad de rendimiento
del propio sistema: «Un fuerte potencial de conflicto político puede dificul-
tar incluso un proceso de decisión relativo a cuestiones de rutina» (Almond-
Powell, 1988: 73).

En lo que se refiere a nuestros cuatro subsistemas, se detecta una actitud
general de confianza entre las fuerzas políticas (cuadro 16). Sin embargo,
una mayoría apreciable, especialmente en Cataluña, estima que los casos de
conflicto son mucho más frecuentes que los de cooperación en las actividades
parlamentarias (cuadro 17). De hecho, con la única salvedad de Galicia, este
clima de acusada divergencia se extiende a las opiniones sobre los principales
problemas de la Comunidad (cuadro 18).

Para comprobar si esta situación esconde un marcado antagonismo ideo-
lógico o si constituye simplemente el reflejo normal del juego Gobierno-opo-
sición, hemos construido una escala de posicionamiento izquierda-derecha con
respecto a las afirmaciones siguientes:

1) los sindicatos disponen de demasiado poder;
2) el divorcio es un signo de progreso;
3) algunas personas están más cualificadas que otras para dirigir este

país en virtud de sus orígenes o del ambiente familiar;
4) siempre será necesaria la presencia de individuos fuertes y capaces

que sepan tomar las riendas;
5) llegar a acuerdos con nuestros adversarios políticos es peligroso por-

que a menudo significa traicionar nuestras propias convicciones;
6) el principal papel del político consiste en mediar entre los intereses

divergentes de la sociedad;
7) en los asuntos sociales y económicos, las consideraciones técnicas han

de tener más peso que las estrictamente políticas;
8) en la división de la renta, los trabajadores se hallan en una posición

desfavorable;
9) el capitalismo representa una amenaza para la mayoría;

10) es difícil que partidos con ideologías opuestas puedan ponerse de
acuerdo sobre los problemas de la Comunidad Autónoma;

11) es preciso limitar el derecho de huelga en los servicios públicos;
12) cuando un individuo o un grupo ganan terreno, siempre es a costa

de otros;
13) la naturaleza humana tiende a la cooperación;
14) la política es el arte de lo posible.

La correlación entre las distintas respuestas arroja un índice de Habilidad
realmente aceptable, equivalente al 0,77. En cuanto a los resultados, se apre-
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CUADRO 16

CONFIANZA POLÍTICA

(Porcentaje respecto a las afirmaciones)

60,4
37,7

1.9

2,8
53.5
43,7
—

5,4
64,9
24.3

2.7

2.6
47.4
50.0
—

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Se puede confiar
Se puede confiar, con excepciones
No se puede confiar, con excepciones
No se puede confiar

TOTAL 100,0 100,0 100,0 100,0

CUADRO 17

SITUACIONES MAS FRECUENTES EN LA ACTIVIDAD PARLAMENTARIA

Andalucía Cataluña Calicia Valencia

Fuertes discrepancias 75,5 82,4 71,4 58,6
Colaboración y consenso 24,5 17,6 28,6 41,4

TOTAL 100.0 100.0 100,0 100,0

CUADRO 18

GRADO DE DIVERGENCIA RESPECTO A LOS PRINCIPALES PROBLEMAS

Andalucía Cataluña Calicia Valencia

Pocas divergencias 24,6 11.3 54,0 32,4
Grandes divergencias 75,4 88.7 46,0 67,6

TOTAI 100.0 100.0 100,0 100,0

cia un grado considerable de convergencia entre las distintas CCAA. Hay un
acuerdo relativo con respecto a las afirmaciones 2, 6, 8, 11, 12 (salvo en Ca-
taluña) y 13, y un desacuerdo relativo en las afirmaciones 1 (salvo en Gali-
cia), 3, 4 (salvo en Cataluña y Galicia), 5, 7, 10 y 14 (salvo en Cataluña y
Comunidad Valenciana). De ello se deduce no tanto una situación de enfren-
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tamiento ideológico cuanto una actitud tendente al pragmatismo y la colabo-
ración. Por tanto, la tolerancia recíproca y la disponibilidad a cooperar en la
resolución de los problemas diarios tenderían a dominar por encima de las
hostilidades partidistas y las posiciones de principio.

Las actitudes favorables o desfavorables a una serie de grupos y concep-
tos clave permiten matizar algo más las afirmaciones anteriores. Así, en el
conjunto de las cuatro Comunidades, el «federalismo» y «los sindicatos» su-
man el máximo nivel de adhesión (66 por 100), seguidos por la «Federación
de municipios y provincias» (58 por 100), los «pequeños comerciantes» (57
por 100) y el PSOE (52 por 100). El grado máximo de hostilidad se refiere
al CDS (4 por 100) y la «gran banca» (4,5 por 100). La CEOE, el PP y el
PCE-IU y el clero no superan el 17 por 100 de las simpatías. Por último, los
«regionalistas» (27 por 100) y los «nacionalistas» (40 por 100) ocupan una
posición intermedia, excepto en Cataluña, donde este último grupo suscita un
grado de adhesión mayor que en cualquiera de las otras CCAA, independien-
temente de la adscripción política.

3. El rendimiento institucional

El estudio del rendimiento institucional debe satisfacer, además de los ya
señalados, los requisitos de la coherencia empírica y la consistencia con los
objetivos y las valoraciones de los protagonistas y del electorado de la insti-
tución. En nuestro caso, el electorado ha sido sustituido por los observadores,
ya que, en su calidad de líderes de opinión, éstos disponen a priori de los
elementos de juicio necesarios para valorar a la vez los puntos fuertes y débi-
les de sus instituciones.

El rendimiento institucional implica sobre todo el análisis de las políticas
y programas decididos por los gobiernos autonómicos. Seleccionar los output
verdaderamente significativos no parece una tarea demasiado sencilla, ya que
a menudo su valoración dependerá de factores subjetivos o de las circunstan-
cias particulares de cada territorio. Por ello, interesa conocer las opiniones
de ambos grupos con respecto a la estructura socioeconómica de su Comu-
nidad a través de una serie de indicadores significativos. Sin embargo, la valo-
ración del gobierno regional debe tener en cuenta igualmente otros elementos
importantes como el impacto producido en la sociedad —su «imagen públi-
ca»—, así como el grado de apoyo alcanzado y su afirmación con respecto al
Gobierno central.
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3.1. La estructura socioeconómica

Ya nos hemos referido anteriormente al nivel de desarrollo socioeconó-
mico como condicionante del proceso de institucionalización. La estructura
socioeconómica no sólo indica el tipo de prioridades que deberá afrontar la
administración para responder a las demandas sociales, sino que refleja tam-
bién las limitaciones que pesan sobre su actuación. Por ello, la evaluación
del rendimiento político deberá tener en cuenta el nivel efectivo de desarrollo
socioeconómico. Por supuesto, esta variable independiente puede medirse a
través de informaciones estadísticas. Sin embargo, también es importante co-
nocer la imagen que los actores políticos y sociales poseen de su propia socie-
dad en la medida en que ésta interactúa con sus decisiones.

Entre los observadores existe una opinión bastante generalizada con res-
pecto a la inadecuación de las condiciones socioeconómicas (cuadro 19). Para
éstos, los aspectos más negativos se refieren al sistema de transportes, la sani-
dad y los servicios sociales, la funcionalidad de las áreas urbanas y los niveles
de formación profesional e innovación tecnológica. En Galicia hay una unani-

CUADRO 19

INADECUACIÓN DE LA ESTRUCTURA SOCIOECONÓMICA*

Ferrocarril
Red viaria
Sanidad
Servicios sociales
Funcionalidad de las áreas urbanas
Innovación tecnológica
Formación profesional
Red comercial
Nivel de asociacionismo
Estructura de las PYMES
Sistema universitario
Aeropuertos
Utilización de los recursos histérico-

ambientales 60,0 28,8
Reestructuración industrial 54,2 53,8
Sistema portuario 56,0 47,2

Andalucía

Obs.

75,0
84,6
92,0
91,0
70,8
92,0
84,6
72,0
60,0
87,0
92,0
41,7

Pol.

79,2
64,2
64,2
69,8
73,6
80,8
79,2
64,0
75,0
80,0
50,9
49,1

Cataluña

Obs.

86,2
55,2
85,0
81,0
58,6
58.6
60,7
50,0
34,5
46,4
93,1
79,3

Pol.

91,2
41,2
73,5
69,1
55,2
42,4
23,5
45,6
25,4
25,0
53,0
73,5

Galicia

Obs.

100,0
100.0
93,4
85,3
75,0
69,6
60.9
81.8
75,0
66,7
45,8
41,7

Pol.

94,6
94,6
86,5
67,6
56,8
83,8
62,2
81.1
78,4
74,3
45,9
40,5

Valencia

Obs.

89,5
94,7
78,0
76,7
84,2
78,9
73,7
55,6
57,9
52,9
63,2
57,9

Pol.

88,5
69,2
53.8
61,5
80,0
65,4
50.0
61,5
61,5
42,3
38,5
57,7

34,5 28.4 54,5 54,1 66.7 73,1
17,9 15,2 77,3 64,9 36,8 23,1
46,4 43,3 43,5 37,8 42,1 19,2

• 100 = inadecuación total.
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midad prácticamente total con respecto a los dos primeros puntos. Tanto los
observadores como los políticos —si bien éstos se muestran menos pesimis-
tas— coinciden en destacar los bajos niveles de innovación tecnológica (Ca-
taluña) y de formación profesional (Cataluña y C. Valenciana), la fragilidad
estructural de las PYMES (C. Valenciana), la utilización inadecuada de los
recursos ambientales (Andalucía) y del sistema portuario (Andalucía). De to-
das las CCAA, Andalucía registra el nivel más alto de opiniones negativas,
con la única excepción del transporte aéreo. En Galicia, las únicas respuestas
positivas se refieren a los sistemas portuario (pesca) y universitario (creación
de tres universidades) y el transporte aéreo. En la Comunidad Valenciana, la
reestructuración industrial y el sistema portuario merecen un juicio bastante
satisfactorio, como consecuencia probable de la reconversión siderúrgica. Por
último, Cataluña presenta el nivel de adaptación más favorable, al menos en
algunos aspectos clave como la reconversión industrial, la estructura de las
PYMES, la utilización de los recursos ambientales y los sistemas portuario y
comercial. Cataluña es además la única Comunidad donde el nivel de asocia-
cionismo registra una respuesta positiva. Este es un dato a tener en cuenta,
ya que indica a priori un dinamismo sociocultural mucho más elevado, cons-
tituyendo al mismo tiempo un factor explicativo del nivel de desarrollo de las
cuatro Comunidades.

3.2. La importancia de la institución regional

Una primera medida del éxito de la institucionalización consiste en cono-
cer el impacto del gobierno autonómico en el sector de interés de las distintas
organizaciones socioeconómicas representadas (cuadro 20). En este sentido,
aparece de nuevo una neta diferencia entre Cataluña, donde el impacto se
considera mayoritariamente (57,1 por 100) como muy significativo, y las

CUADRO 20

IMPACTO DEL GOBIERNO AUTONÓMICO EN EL SECTOR DE INTERÉS

Muy significativo
Bastante significativo
Poco significativo
Nada significativo

TOTAL 100,0 100,0 100,0 100,0
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16,7
33,3
41,7

8,3

Cataluña

57,1
25,0
14,3
3,6

Galicia

4,0
28,0
48,0
20,0

Valencia

10,5
31,6
47,4
10,5
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demás Comunidades. Mientras la mayoría de los observadores gallegos y va-
lencianos consideran el impacto nulo o poco significativo, en Andalucía se
registra un equilibrio total de opiniones.

Sin embargo, es interesante constatar que, considerado globalmente, dicho
impacto sólo es enjuiciado de forma negativa por los dirigentes gallegos. Por
tanto, cabría deducir tres tipos de actitudes frente a las nuevas instituciones:
muy positiva en Cataluña (83 por 100), positiva en Andalucía (56,5 por 100)
y Valencia (53 por 100) y negativa en Galicia (52 por 100).

La relevancia de la actividad regional para los representantes de los dis-
tintos sectores de intereses se expresa también a través de los contactos que
éstos mantienen con los representantes de dicha institución (cuadro 21). En
este sentido, más de la mitad de los representantes catalanes se relacionan
asiduamente con los consejeros regionales y, juntamente con los valencianos
y andaluces, con los funcionarios de dicho nivel. Los valencianos y los anda-
luces hacen lo propio, respectivamente, con los funcionarios locales y estata-
les. Es de destacar la escasa frecuencia de los contactos que los observadores
gallegos mantienen, comparativamente, con los representantes de la institu-
ción autonómica. En conjunto, y a pesar de las diferencias, los observadores
autonómicos se relacionan más con el nivel regional que con el estatal. De
ello puede deducirse un mejor conocimiento del funcionamiento regional sus-
ceptible de facilitar la valoración de su rendimiento efectivo.

CUADRO 21

OBSERVADORES: CONTACTOS POLÍTICOS*

A G E N T E S Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Autonómicos:
Presidente 16,0
Consejeros 40,0
Diputados 24,0
Funcionarios 76,0

Estatales:
Diputados 8,0
Funcionarios 58,0

Locales:
Funcionarios 88,0 58,6 32,0 82,4

* Suma de «una o varias veces por semana» y «regul armen le», en porcen-
taje.
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—
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8,0
28,0

10,5
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10,5
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3.3. El rendimiento político-administrativo

Un modo indirecto de aproximación al rendimiento de la Comunidad
Autónoma consiste en compararlo con los demás niveles de gobierno, es
decir, el Estado y el municipio —en este caso, las capitales provinciales—
(cuadro 22). Sólo en Cataluña el gobierno autonómico suscita un grado de
satisfacción aceptable entre los observadores, ligeramente inferior al del mu-
nicipio y bastante superior al del Gobierno central. En las demás CCAA, las
actitudes con respecto a los niveles superiores de gobierno son claramente
negativas, incluyendo el municipio en Andalucía y la Comunidad Valenciana.
La región sale incluso peor parada que el Estado en Andalucía y Galicia. Es
de señalar que los sectores más críticos con respecto a la actuación regional
coinciden con los principales operadores económicos (Cámaras de Comercio,
sindicatos, asociaciones empresariales, cooperativas, etc.) y las organizaciones
cívicas.

La medición interna del rendimiento político-administrativo se basa en la
valoración de once indicadores efectuada por las élites regionales (cuadro 23).
Estos incluyen aspectos muy concretos de la actividad regional (coordinación
con los entes locales, dedicación e interés del funcionariado, la capacidad
para programar, tiempo necesario para implementar las decisiones, disponi-
bilidad para consultar, etc.). Los observadores son los más insatisfechos a la
hora de valorar el rendimiento de sus respectivas instituciones, especialmente
en Andalucía, Galicia y la Comunidad Valenciana. En conjunto, las opiniones
más negativas se refieren a la política investigadora, el retraso en la ejecución
de las decisiones, la coordinación con los gobiernos locales, las propuestas al
Gobierno central y la viabilidad de los proyectos. Salvo en Galicia, la dispo-
nibilidad del gobierno para consultar a los interlocutores sociales es objeto de
una valoración positiva. Especialmente significativo es el hecho de que sólo
en Cataluña la calidad de la clase política merezca un juicio positivo entre los
observadores.

Los parlamentarios también dibujan un retrato más bien negativo del ren-
dimiento de su propia Comunidad, si bien las opiniones tienden a reflejar de
algún modo las divisiones partidistas. Dicho fenómeno es particularmente evi-
dente en Andalucía y la Comunidad Valenciana, donde las respectivas clases
políticas se muestran globalmente más satisfechas con respecto a la actuación
regional. Por tanto, las coincidencias con los observadores serán especialmen-
te significativas, sobre todo cuanto más estrechas sean. En esta categoría se
incluyen las percepciones negativas relativas al «tiempo necesario para im-
plementar», «la política investigadora» o «las propuestas al Estado». Otros
aspectos como «la coordinación con las autoridades locales» (excepto en
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CUADRO 22

SATISFACCIÓN DE LOS OBSERVADORES RESPECTO AL MUNICIPIO,
LA REGIÓN Y EL ESTADO

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

M R E M R E M R E M R E

Muy satisfecho — — — — — — 8 — — 10 — —
Bastante satisfecho 29 19 50 63 58 50 46 15 27 32 48 32
Poco satisfecho 57 76 27 37 29 42 27 62 58 53 47 52
Nada satisfecho 14 5 23 — 13 8 19 23 15 5 5 16

CUADRO 23

INSATISFACCIÓN DE LOS OBSERVADORES RESPECTO
AL RENDIMIENTO REGIONAL*

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol.

Utilización de la investigación 88,0 71,7
Tiempo necesario para la ¡mplementa-

ción 100,0 77,4
Coordinación con los gobiernos locales 92,0 50,2
Propuestas al Estado 92,0 55,8
Viabilidad de los proyectos 92,0 43,4
Capacidad de programación 84,0 32,0
Capacidad de gasto 76,0 41,5
Opciones programáticas 72,0 34,6
Cualificación e interés de los funcio-

narios 68,0 65,0
Calidad de la clase política 84,0 30,8
Disponibilidad para consultar 48,0 35,8

96,4 81,7 96,0 78,4 100,0 73,7

85,7
90,0
66,7
75,0
53,9
92,8
53,5

71,4
59,2
51.5
53,3
49,3
57,9
41,4

92,3
73,7

100,0
88,0
84,6
59,6
61,5

71,3
72,9
72,9
54,1
48,6
50,0
72,2

94,4
72,2
82,2
83,4
94,4
73,7
72,2

65,4
63,9
69,4
55,3
39,5
44,8
36,9

57,1 55,7 61,5 54,0 78,9 44,7
46,4 22,8 86,0 51,3 73,7 23,7
10,7 51,4 61,6 54,1 47,4 44,7

* 100 = totalmente insatisfechos.

Andalucía), «la preparación y dedicación del funcionariado» (excepto en Va-

lencia) o «la viabilidad de los proyectos» merecen igualmente fuertes críticas.

Inversamente, las opiniones más positivas se refieren a la calidad de la clase

política (con la sorprendente excepción de Galicia), las opciones programáti-

cas (salvo en Galicia), la «capacidad de elaboración de proyectos» y la «capa-
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cidad de gasto» (salvo en Cataluña y con equilibrio de opiniones en Galicia).
Aunque estas opiniones reflejan ya una imagen bastante nítida del rendi-

miento de las distintas regiones, todavía es posible matizarlas algo más a tra-
vés de la reacción de políticos y observadores ante una serie de afirmaciones
relativas a su valoración de la autonomía (cuadro 24). Así, todos los obser-
vadores consideran claramente ineficiente la administración regional, espe-
cialmente en Galicia, Andalucía y la Comunidad Valenciana. Igualmente, en
los tres últimos territorios, se valora muy negativamente la dedicación y pre-
paración del personal burocrático.

También es manifiesto el descontento de los encuestados con respecto a
las relaciones entre su Comunidad y los entes locales, tanto en lo relativo a la
delegación de funciones como al respeto de la autonomía local.

Sólo los observadores catalanes y valencianos consideran que la transfe-
rencia de competencias en materia de obras públicas no ha comportado efec-
tos negativos. La gestión de la sanidad merece un juicio claramente negativo
en todos los casos, salvo en la Comunidad Valenciana, mientras que la polí-
tica educativa presenta un saldo muy favorable en Cataluña, favorable en
Galicia y Comunidad Valenciana y francamente negativo en Andalucía. Sin
embargo, sólo los observadores gallegos y valencianos desconfían de que sus
respectivas regiones sean capaces de llevar a cabo grandes realizaciones. Por
último, llama la atención que Cataluña sea la única Comunidad donde obser-
vadores y políticos coinciden a la hora de valorar satisfactoriamente el fun-
cionamiento del parlamento (de forma sorprendente, las organizaciones de
intereses muestran un grado de satisfacción superior al de los propios parla-
mentarios).

Estos datos confirman las críticas mucho más acentuadas dirigidas al ren-
dimiento de las Comunidades gallega y andaluza, dotadas de una estructura
socioeconómica más débil y de una cultura política más tradicional. Sin em-
bargo, ello no se traduce en ningún caso en una falta de apoyo a la autonomía
regional.

Dicha percepción se ve confirmada por la reacción de los observadores
ante la hipótesis de que la instauración del Estado de las Autonomías haya
sido un error (cuadro 24). Esta eventualidad es rechazada de plano en todas
las Comunidades, incluso en Galicia, a pesar de contar con los grupos eco-
nómicos generalmente más conservadores.

Paralelamente, más allá de las divisiones partidistas, la mayoría de los
políticos se muestran en conjunto satisfechos con la actividad de sus respec-
tivas Comunidades, haciendo extensivo dicho juicio tanto al desarrollo eco-
nómico como a las transformaciones sociales experimentadas tras la instaura-
ción de la autonomía.
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CUADRO 24

VALORACIÓN DE LA AUTONOMÍA

(Porcentaje «de acuerdo» con cada ¡rase)

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol.

Los contactos con la Administración
central son más difíciles que con la
regional 58.8 — 66,7 — 66,7 — 50,0 —

En esta CA, la Administración es inefi-
ciente 76.5 — 58,3 — 88.9 — 66.7 —

Los funcionarios regionales demuestran
mucha dedicación y una buena pre-
paración 11,8 — 50.0 — 38,9 — 16,7 —

La actual delegación de funciones re-
gionales en los entes locales es su-
ficiente 17,6 — 33.3 — 33.3 — 53.3 —

La autonomía local con respecto a la
CA debe aumentar 70,6 — 70,8 — 53,5 — 52,2 —

El traspaso de las obras públicas ha
sido negativo 53.3 — 8.6 — 64,7 — 27.3 —

La regionalización de la sanidad ha
sido positiva 35,3 — 47.8 — 46.7 — 50.0 —

La regionalización de la enseñanza ha
sido positiva 29,4 — 86,3 — 60,0 — 55.5 —

Es necesaria una mayor autonomía fi-
nanciera 87,0 — 100,0 — 100,0 — 58.3 —

Se precisan mayores recursos financie-
ros 81,3 — 100.0 — 100,0 — 100.0 —

La CA debe ejercer plenamente todas
sus competencias 82,4 — 100.0 — 100.0 — 88.9 —

El Estado de las Autonomías ha sido
un error 12.6 — 4,3 — 42,9 — 14,3 —

Es preciso abolir los Gobiernos civiles. 73.1 64.2 86,3 93,7 76.4 91,9 83,3 78.3
En esta CA no son previsibles grandes

realizaciones 43,8 32,1 50,0 45,1 88,2 45,9 81,9 45,9
El Parlamento ha funcionado de forma

satisfactoria 12,5 81,2 77,2 55,1 33,4 91.9 44.4 81.1
El desarrollo económico regional ha

sido más bien satisfactorio — 67,9 — 93,1 — 51,3 — 62,0
En conjunto, me considero más bien

satisfecho respecto a la actividad
de mi CA — 83,4 — 69,6 — 94,0 — 67,0
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3.4. El apoyo a la autonomía

Los observadores de las cuatro Comunidades reconocen mayoritariamente
que, en sus respectivos sectores de interés, el nivel efectivo de autonomí?.

CUADRO 25

AUTONOMÍA DECISORIA EN EL SECTOR DE INTERÉS
(En porcentaje según observadores)

Mucha
Bastante
Poca
Ninguna

TOTAL

Andalucía

40
20,0
68 0
8,0

100,0

CUADRO

Cataluña

3,6

39,3

57,1

100,0

26

Galicia

3,8

11,5

73,1

11,5

100,0

Valencia

32,1
67,9

100.0

PREFERENCIAS RESPECTO AL INCREMENTO
DE LAS COMPETENCIAS REGIONALES'

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol.

Artesanía 100.0 97,8
Cultura 91,3 95,7
Agricultura 87,0 95,7
Áreas urbanas 78,3 86.4
Educación 78.3 95.7
Sanidad 47,8 91,3
Medio ambiente 82.6 83.3
Desarrollo industrial 65,2 85,4
Transportes 78.3 87,8
Universidades 52,2 85,1
Empleo 78.3 80,9
Obras públicas 60.9 91,3
Investigación 60.9 86.7
Fiscalidad '. 47,8 55.9
Banca y crédito 52.2 43,5
Comercio exterior 30.4 29.8
Policía 56,5 39,1

96,4
100.0
96.6

100,0
100.0
100,0
89.7
96.4
86.2
93,1
96,4
96.4
79.3
74.1
66.7
74.1
85,7

100,0
100.0
97,0
92,5
98.5

100.0
95,5
88,2
97.0
98,3
94.0
98.5
91,2
83.1
78.3
76.5
86.8

100.0
100.0
100.0
70.8
91.7
87.5
88.0
87.5
80.0
91.7
84,0
80.0
54.2
72.0
52,2
45,8
34,8

94.4
100.0
100.0
100.0
100,0
100,0
88.9
86,5

100.0
97.3
89.2
91.9
78.4
74.2
70.3
86.5
55.6

100.0
88.9
77.8

100.0
78,9
94.1
89.5
84,2
77,8
78.9
83.3
83.3
61.1
52.6
31.6
52.6
47.4

97,3
97.3
94.6

100.0
94.6
97,3
95.6
91.9
85.8
97.3
97,3
80.7
81.1
60.5
62.2
56.8
51.4

100 = totalmente a favor de mayores competencias.
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decisoria de la región con respecto al Gobierno central es relativamente bajo
(cuadro 25). Cataluña es la única Comunidad donde la gran mayoría de los
observadores y los políticos coinciden en calificar el impacto del gobierno
autonómico como muy significativo o bastante significativo. Sin embargo, la
valoración de dicho impacto (cuadro 26) sólo reviste un carácter ligeramente
negativo para los observadores gallegos.

Por otra parte, en los cuatro territorios ambos grupos se muestran decidi-
damente partidarios de aumentar el nivel de las competencias regionales a
expensas de las autoridades centrales (cuadro 27). Dicha preferencia no sólo
se refiere a las competencias exclusivas o compartidas de la Comunidad Autó-
noma, sino incluso a las exclusivas del Estado, como, por ejemplo, la política
de empleo o el comercio exterior.

Nuevamente, Cataluña es la única Comunidad donde ambos grupos de-
mandan mayores competencias en todos los sectores, mientras que Andalucía
es también la única Comunidad donde los políticos expresan algún tipo de
rechazo mayoritario al aumento de las competencias regionales, concretamente
en materia de comercio exterior, crédito y policía. En Andalucía, Galicia y
Valencia los sectores económicos son los más reacios ante la posibilidad de
que sus gobiernos ejerzan mayores responsabilidades, respectivamente, en
materia de impuestos, comercio exterior y crédito. Igualmente, las clases diri-
gentes gallega y valenciana tampoco desean la extensión de las funciones re-
gionales en materia de orden público. En cualquier caso, más del 80 por 100
de los observadores entrevistados opinan que el gobierno autonómico debería
ejercer plenamente todas sus competencias actuales.

Este apoyo decidido a las respectivas instituciones autonómicas se traduce
también en una valoración más positiva de las relaciones con las burocracias
correspondientes. En efecto, más del 60 por 100 de los observadores afirman
que los «contactos con la Administración estatal son más difíciles que con la
regional». Por otra parte, políticos y observadores coinciden unánimemente
en la necesidad de abolir los gobiernos civiles y una proporción altísima opina
que las CCAA deberían disfrutar, a la vez, de una mayor autonomía finan-
ciera y de mayores recursos. En suma, las críticas de la clase dirigente regio-
nal, especialmente en Galicia, Andalucía y Valencia, a la capacidad operativa
de los nuevos entes no se traducen en un apoyo superior a la Administración
central.
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CUADRO 27

CARACTERIZACIÓN DE LA VIDA POLÍTICA CON RESPECTO
A LA MEDIA DE LAS DEMÁS COMUNIDADES AUTÓNOMAS'

Andalucía Cataluña Galicia Valencia

TENDENCIA Pol. Obs. Pol. Obs. Pol. Obs. Pol. Obs.

Autónoma 18,4 4,3 85,9 86,8 11,6 8,3 6,9 46,1
Subordinada 71,6 85,7 14,1 13,2 88,4 91,7 93,1 53,9

Conflictiva 2,1 21,7 39,3 48,2 40,5 28,0 29,7 22,0
Consensual 97,9 78,3 60,7 51,8 59,5 72,0 70,3 78,0

Corrupta 24,5 60,8 21,1 — 10,8 36,0 27,6 27,8
Honesta 75,5 39,2 78,9 — 89,2 64,0 72,4 72,2

Clientelista 40,7 78,3 45,1 42,9 70,3 55,0 18,6 61,0
Programática 59,3 21,7 54,9 57,1 29,7 45,0 81,4 39,0

Localista 20,9 30,4 61,3 60,7 86,1 40,0 29,7 27,8
Unitaria 79,1 69.6 38,7 39,3 14,6 60,0 70,3 72,2

Productiva 34,7 8,7 63,4 51,8 22,2 — 70,2 34,4
Improductiva 65,3 91,3 36,6 48,2 81,8 — 29,8 65,6

Moderna 28,5 13,0 92,8 86,2 13,5 4,0 70,2 50,1
Atrasada 71,5 87,0 17,2 13,6 86,5 96,0 29,8 49,9

Estable 77,6 52,4 83,1 75,8 16,7 12,0 78,3 22,2
Inestable 22,4 47,6 16,9 24,2 83,3 88,0 21,7 77,8

Democrática 70,3 — 50,7 — 51,3 — 81,0 —
Autoritaria 29,7 — 49,3 — 48,7 — 19,0 —

Centro derecha 4,1 — 36,6 — 29,7 — 2,7 —
Centro , 4,1 — 43,7 — 43,2 — 18,9 —
Centro izquierda 57,1 — 8,5 — 18,9 — 67,6 —

Pragmática 32,6 — 33,7 — 59,5 — 37,8 —
Ideológica 67,4 — 66,3 — 40,5 — 62,2 —

• índice de Habilidad: Políticos = 0,81; Observadores = 0,86.
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IV. CONCLUSIONES

Nuestro intento de aproximación al rendimiento institucional de las cua-
tro CCAA indica una neta diferencia entre Cataluña y Andalucía, Galicia y
Valencia y, a su vez, entre esta última y las dos anteriores. Sin embargo, lo
interesante no reside en esta distinción, en cierto modo previsible, sino en los
factores explicativos.

De acuerdo con nuestras hipótesis, el nivel de rendimiento institucional
se muestra estrechamente correlacionado con el nivel de desarrollo econó-
mico, la estabilidad política, la existencia de una tradición política más arrai-
gada y una cultura cívica más propensa al asociacionismo o, lo que es lo
mismo, una mayor articulación y autonomía de los intereses sociales.

Dicha correlación puede sintetizarse a través de la caracterización de la
vida política en cada Comunidad con respecto a la media de las demás CCAA
(cuadro 27). A tenor de las opiniones expresadas, la vida política catalana se
perfila como más moderna, honesta, productiva y autónoma que la media.
El nivel de profesionalización de la clase política supera al de las demás Co-
munidades. Además, los flujos de relaciones entre la Administración y los
grupos organizados son relativamente más intensos. Predominan, sin embargo,
las actitudes clientelistas y los intereses localistas, en un ambiente poco prag-
mático, el más propicio al enfrentamiento institucional y partidista.

En la Comunidad Valenciana la percepción de una modernidad y un con-
senso relativamente amplios no se corresponden con una valoración positiva
de otros aspectos importantes de la vida política, como el nivel de autonomía,
la cohesión interna, la productividad político-administrativa y las opciones
programáticas.

Galicia y Andalucía, cuyas estructuras socioeconómicas y sistemas admi-
nistrativos presentan carencias fundamentales, aparecen como las menos autó-
nomas, modernas, honestas y eficientes, siendo también las más clientelistas.
Desde el punto de vista institucional, las Comunidades más débiles son las
que cuentan con una sociedad civil menos preparada y abierta. Al igual que
en el caso italiano (Putnam, Leonardi, Nanetti, 1985), la institución funciona
peor precisamente donde más se necesita.
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